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CIRCULAR Nº 06/2012







En Palma, a 22 de Febrero de 2012.


Apreciado asociado: 


Con la máxima celeridad que hemos podido desde su publicación, en AESBA nos ha parecido oportuno hacer una primera aproximación a la tan nombrada nueva “REFORMA LABORAL”, materia que de una u otra manera despierta interés y adquiere relevancia para todos. Para informar al colectivo sobre ello hemos aprovechado que pertenecemos a AEVECAR, haciéndonos eco de los comentarios facilitados por ésta, unido al análisis de la nueva norma promulgada por el Gobierno, Real Decreto-Ley 3/2012, de 10 de febrero, de Medidas Urgentes para la Reforma del Mercado Laboral, la cual entró en vigor el pasado día 12.02.2012.

Son múltiples los aspectos importantes que aborda y/o modifica la norma, haciendo aquí mención, si bien de una forma escueta y centrada únicamente en lo más destacado y relevante, a algunos de los puntos más importantes que desarrolla la nueva Ley y que quizá más incidencia puedan tener para nuestras empresas.

En la Exposición de Motivos de la Ley se dibuja el objeto y finalidad de la norma, que pretende sustentarse en estos pilares:

1º.- Medidas para favorecer la eficiencia del mercado de trabajo y reducir la dualidad laboral. 

2º.- Medidas para favorecer la flexibilidad interna en las empresas como alternativa a la destrucción de empleo. 

3º.- Medidas para fomento de la contratación indefinida y para favorecer la creación de empleo. 

4º.- Otras Medidas. 


Dentro del apartado 1º) que antecede, el Real Decreto-ley aborda una serie de importantes modificaciones en el régimen de los despidos colectivos e individuales objetivos (por causas económicas, organizativas, técnicas y productivas), tanto en lo que respecta a sus causas, como a su procedimiento, siendo especialmente destacable en cuanto a los despidos colectivos el hecho de que desaparece la necesidad de autorización administrativa previa, si bien en los próximos meses el Gobierno debe desarrollar esta normativa a través de un reglamento.


Adquieren importancia también las causas legales para poder proceder a este tipo de despido (con una indemnización de 20 días por año y un tope de 12 mensualidades), dado que la definición de dichas causas es de aplicación igualmente a los despidos objetivos individuales. Sobre ello destacar lo siguiente:

- Concurren causas económicas cuando de los resultados de la empresa se desprenda una situación económica negativa, en casos tales como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la disminución persistente de su nivel de ingresos o ventas (la mención a las ventas es novedosa). Se dota de carácter objetivo (en cuanto no interpretable por terceros, incluidos Jueces) la concurrencia de la causa, en la medida en que se prevé que, en todo caso, se entenderá que la disminución es persistente si se produce durante tres trimestres consecutivos. 

- Concurren causas técnicas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los medios o instrumentos de producción. 

- Causas organizativas cuando se produzcan cambios, entre otros, en el ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o en el modo de organizar la producción. 

- Causas productivas cuando se produzcan cambios, entre otros, en la demanda de los productos o servicios que la empresa pretende colocar en el mercado. 

Se eliminan de la norma las referencias a la “razonabilidad de la medida”, que era uno de los escollos principales que existían dado que se debía demostrar por parte de la empresa esa justificación razonable de la medida, y cuya concurrencia o no siempre era interpretable por parte los Jueces de lo Social. 


Por otro lado, muy destacable resulta que el Real Decreto-ley establece una nueva regulación para el despido improcedente. En este sentido, una vez producido el despido disciplinario la empresa podrá optar en el plazo de cinco días desde la notificación de la sentencia, entre la readmisión del trabajador, caso en el que se tendrá derecho a los salarios de tramitación o el abono de una indemnización equivalente a treinta y tres días de salario por año de servicio hasta un máximo de 24 mensualidades (anteriormente la indemnización era de 45 días de salario por año de servicios con el tope de 42 mensualidades). Se prevé expresamente que el abono de la indemnización determinará la extinción del contrato de trabajo, que se entenderá producida en la fecha del cese efectivo en el trabajo. Por tanto, la nueva norma elimina los salarios de tramitación en caso de opción por la indemnización, salvo en el supuesto de representante de los trabajadores o delegado sindical. 

Aunque hay que tener en cuenta que esta nueva indemnización por despido más reducida se aplicará a los contratos celebrados a partir de la entrada en vigor de la norma. Respecto a los contratos formalizados con anterioridad la indemnización se calculará a razón de 45 días de salario por año de servicio por el tiempo de prestación de servicios anterior a dicha fecha de entrada en vigor (12.02.2012) y a razón de 33 días de salario por año de servicio por el tiempo de prestación de servicios posterior. El importe indemnizatorio resultante no podrá ser superior a 720 días de salario, salvo que del cálculo de la indemnización por el periodo anterior a la entrada en vigor de la norma ya resultase un número de días superior, en cuyo caso se aplicará éste como importe indemnizatorio máximo, sin que dicho importe pueda ser superior a 42 mensualidades, en ningún caso. 

Otras modificaciones que aborda la norma hacen referencia a las otras extinciones individuales por causas objetivas (20 días/año, máximo 12 mensualidades), en particular la que hace referencia a la extinción por faltas de asistencia al trabajo, la cual a partir del momento queda desvinculada del índice de absentismo total en el centro de trabajo, tomándose en consideración únicamente los datos de absentismo del empleado de que se trate. O también se modifica la denominada ineptitud sobrevenida, que se produce cuando el trabajador no se adapta a los cambios tecnológicos introducidos en la empresa, para la cual se ha previsto la necesidad previa del ofrecimiento por parte de la empresa (y a su costa) de un curso de formación al trabajador.

Por lo que hace al apartado 2º), que aludía a las medidas para favorecer la flexibilidad interna en las empresas, de estas medidas resulta importante las referentes a clasificación profesional y movilidad funcional, en virtud de las cuales las categorías profesionales desaparecen del sistema de clasificación profesional, quedando el grupo profesional como única referencia. Los convenios colectivos en vigor deberán adaptar su sistema de clasificación profesional al nuevo marco jurídico, en el plazo de un año. En este sentido, se deberá asignar al trabajador un grupo profesional y se establecerá como contenido de la prestación laboral objeto del contrato de trabajo la realización de todas las funciones correspondientes al grupo o solamente de alguna de ellas. En nuestro caso, se deberá aprovechar el hecho de que nuestro Convenio Colectivo está en fase de negociación para adaptar el futuro texto a estas nuevas previsiones.

Respecto a la movilidad funcional se efectuará de acuerdo a las titulaciones académicas o profesionales precisas para ejercer la prestación laboral dentro del grupo (deja de referirse a categorías), lo que supone que en disposición de título académico o profesional (o no ser éste preciso) se podrá asignar libremente a los trabajadores a cualquiera de las funciones integradas dentro del grupo profesional al que pertenece.


Otro aspecto muy destacado es el alusivo a la modificación sustancial de condiciones de trabajo, cuyas principales novedades hacen referencia a:

- Para poder adoptase una m.s.c.t. (es decir, un cambio en las condiciones de trabajo pactadas que regía hasta entonces) la empresa debe ampararse en lo que la Ley considera razones “económicas, técnicas, organizativas o de producción” y son las que estén relacionadas con la competitividad, productividad u organización técnica o del trabajo en la empresa” (hasta ahora la norma se refería a que “la adopción de las medidas propuestas contribuya a prevenir una evolución negativa de la empresa o a mejorar la situación y perspectivas de la misma a través de una más adecuada organización de sus recursos, que favorezca su posición competitiva en el mercado o una mejor respuesta a las exigencias de la demanda”), ampliando o generalizando el margen de las medidas a adoptar.

- Se menciona expresamente, junto al sistema de remuneración, la posibilidad de modificación por esta vía de la “cuantía salarial”. 

- Las modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo podrán afectar a las condiciones reconocidas a los trabajadores, no solo por acuerdo o pacto colectivo o por decisión unilateral del empresario, sino igualmente por contrato de trabajo. 

- En los supuestos de modificación sustancial individual la decisión debe ser notificada por el empresario con una antelación de quince días (antes, 30 días). 

- Por otro lado, se amplían los casos en que el trabajador ante la comunicación de la modificación sustancial puede resolver el contrato de forma indemnizada (a razón de 20 días/año y tope de 12 mensualidades). Con la nueva redacción dicha extinción procede en todos los supuestos que se mencionan en el art. 41.1 del Estatuto de los Trabajadores, salvo en la modificación del sistema de trabajo y rendimiento. 

Otro apartado novedoso hace referencia a las modificaciones introducidas sobre la posibilidad de proceder a instancia de la empresa a la suspensión del contrato o a la reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, de cuyo procedimiento -aplicable cualquiera que sea el número de trabajadores de la empresa y del número de afectados- destaca la supresión de que la decisión sea adoptaba por la autoridad laboral, pasando a un procedimiento cuya iniciativa es de la empresa con comunicación a la autoridad, negociación con los representantes de los trabajadores y notificación de la decisión empresarial a los trabajadores y a la autoridad (sin perjuicio de su impugnación).


Un último punto destacado dentro de este apartado 2º) alude a la distribución irregular de la jornada y hace referencia a la posibilidad como regla general de que la empresa pueda distribuir de manera irregular a lo largo del año el 5 % de la jornada de trabajo, respetando en cualquier caso los periodos mínimos de descanso diario y semanal. 

Dentro del apartado 3º), relativo al fomento de la contratación indefinida y otras medidas para favorecer la creación de empleo, es importante resaltar que se crea, bajo la rúbrica contrato de trabajo por tiempo indefinido de apoyo a los emprendedores, una nueva modalidad contractual por tiempo indefinido y a jornada completa destinada a facilitar el empleo estable, aplicable a las empresas que tengan menos de 50 trabajadores. 

El contrato se regirá por las normas generales del Estatuto de los Trabajadores, sin perjuicio de que el periodo de prueba aplicable sea de un año, lo que implica que dentro de este período anual se puede prescindir de los servicios del trabajador sin invocar causa alguna ni indemnización. 

Es importante mencionar que el contrato permitirá aplicar los siguientes incentivos fiscales: 

En el supuesto de que el primer contrato de trabajo concertado por la empresa se realice con un menor de 30 años, la empresa tendrá derecho a una deducción fiscal de tres mil euros. 

Adicionalmente, en caso de contratar desempleados beneficiarios de una prestación contributiva por desempleo la empresa tendrá derecho a una deducción fiscal por un importe equivalente al 50 % de la prestación por desempleo que el trabajador tuviera pendiente de percibir en el momento de la contratación, con el límite de doce mensualidades, y de acuerdo con las siguientes reglas: (i) el trabajador deberá haber percibido la prestación durante, al menos, tres meses, (ii) el importe de la deducción quedará fijado en la fecha de inicio de la relación laboral y no se modificará por las circunstancias posteriores y (iii) la empresa requerirá al trabajador un certificado del Servicio Público de Empleo Estatal sobre el importe de la prestación pendiente de percibir. 

El trabajador contratado podrá voluntariamente compatibilizar cada mes, junto con el salario, el 25 por ciento de la cuantía de la prestación que tuviera reconocida y pendiente de percibir en el momento de su contratación. Si no compatibilizara la prestación se mantendrá el derecho del trabajador a las prestaciones por desempleo que le restasen por percibir en el momento de la colocación. 

Con independencia de los incentivos fiscales, las contrataciones de desempleados inscritos en la Oficina de Empleo darán derecho a determinadas  bonificaciones en la cuota empresarial a la Seguridad Social, que resultan muy interesantes.

Por último, dentro del apartado 4º) se incluyen otra serie de medidas que a nuestro juicio carecen de la misma relevancia que los anteriores motivo por el que sólo los mencionamos, introduciéndose modificaciones respecto a las Empresas de Trabajo Temporal, a los contratos formativos (formación y aprendizaje), normas laborales específicas para entidades de crédito, especialidades para contratos de alta dirección en el sector público y modificaciones puntuales sobre determinados aspectos de reducciones de jornada y excedencia para cuidados de hijos.

Un último aspecto que si queremos mencionar es el alusivo a la modificación legal respecto al cómputo de las vacaciones en caso de IT, pues según el nuevo art. 38.3 del ET en el supuesto de que el período de vacaciones coincida con una incapacidad temporal que imposibilite al trabajador disfrutarlas, total o parcialmente, durante el año natural a que corresponden, el trabajador podrá hacerlo una vez finalice su incapacidad y siempre que no hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado. 

Estas son, a nuestro juicio, las novedades más destacables, orientando a quién quiera profundizar más sobre la materia, pues existen matices y pormenores que obviamente no hemos podido abordar, al estudio detenido de la nueva norma, publicada en el BOE de 11.02.2012.


Sin otro particular, reciban un cordial saludo.
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Fdo. Jesús Salas Vidal.



Presidente.
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